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A María Luisa y Marga,

nuestra deuda permanente.





Nota introductoria 



Hay abundante y magnífica bibliografía sobre las sanciones administrativas y, en particular, sobre las tributarias. Desde obras que presentan un enfoque más académico a otras de mayor orientación práctica; desde análisis minuciosos del régimen legal, tanto de la parte general como especial de las sanciones tributarias, hasta obras con una mayor profundidad de calado en la indagación del porqué de las cosas; desde monografías elaboradas por miembros de los prestigiosos cuerpos especializados de la Administración tributaria a otras que, desde diversas atalayas, parecen evidenciar que estamos ante intereses diferentes. Más aún, ante culturas diferentes.

A este respecto, uno de los enigmas de la ciencia jurídica tributaria es el de por qué la asimilación de ideas elementales llega con tanto retraso y tantas resistencias. Otro de ellos, por qué están tan radicalizadas las opiniones jurídicas en función de la procedencia profesional de quién las emite.

En este panorama, no sería difícil ser reiterativo y alumbrar una obra de escaso interés para el lector. Por ello, el modesto propósito del libro pretende una cierta originalidad en el punto de vista, al tratar de poner en manos del lector un instrumento útil e interesante, en tanto que aporte una visión de las cosas que, por ser personal de los autores, se aleje en cierta medida de los caminos más transitados.

Así, no se pretende el estudio pormenorizado de las normas positivas, ni siquiera el análisis jurisprudencial, sino una reflexión no exhaustiva sobre algunos aspectos de esta regulación y, en lo esencial, sobre la claudicante y tibia asunción de los valores constitucionales claves.

Y es que, a poco que se piense, el mundo tributario sorprende por su tipología y por su, digámoslo así, psicología. El ambiente que en él se respira es, esencialmente, el de que el contribuyente no es el mismo personaje que un ciudadano normal. Desde esa perspectiva, tampoco la Administración tributaria es una Administración cualquiera. Es otra cosa. Está imbuida de una mística que puede con todo, en aras de la superioridad de sus fines y, entre otros, del que luce en la bandera que se enarbola con mayor entusiasmo en estos últimos años: la lucha contra el fraude, la cual no se limita a ser una lucha de todos sino que va camino de convertirse en una lucha contra todos.

Esta infatigable causa, si se advierte la trayectoria de las leyes fiscales de los diez o doce últimos años, parece que justifica el sacrificio de determinados derechos, en la medida en que la ley formula principios programáticos de escasa fuerza vital y luego encomienda al reglamento que se ocupe de los pormenores, actividad en la que se compendia todo un catálogo de reticencias, renuncias y tibiezas en la completa traslación de los principios penales y donde el contribuyente queda sistemáticamente a la intemperie.

El espíritu que anima las nuevas normas, comenzando en cierto modo por la Ley General Tributaria, es el de contrarreforma, para cuya completa extensión es preciso que el reglamento asuma un papel normativo rector y, asumiendo el punto de vista de la Administración, ofrezca comprensión y cauces de expresión a la permanente batalla contra el mal.

Pues bien, la deuda fiscal, contemplada en el artículo 58 de la LGT 58/2003, constituye el objeto de la presente obra, sin duda una cuestión central en el derecho tributario o fiscal, tanto en su versión administrativa como, eventualmente, penal.

En efecto, dispone el mencionado precepto que: «1. La deuda tributaria estará constituida por la cuota o cantidad a ingresar que resulte de la obligación tributaria principal o de las obligaciones de realizar pagos a cuenta. 2. Además, la deuda tributaria estará integrada, en su caso, por: a) El interés de demora. b) Los recargos por declaración extemporánea. c) Los recargos del período ejecutivo. d) Los recargos exigibles legalmente sobre las bases o las cuotas, a favor del Tesoro o de otros entes públicos. 3. Las sanciones tributarias que puedan imponerse de acuerdo con lo dispuesto en el título IV de esta ley no formarán parte de la deuda tributaria».

Y habiéndose convertido el deber de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos (art. 31.1 CE), en el último deber constitucional realmente subsistente en nuestra época, la deuda fiscal es un tema central en la inevitable relación Estado-persona física o jurídica contribuyente a dicha obligación.

Dicha temática se aborda, en la presente obra, desde una doble perspectiva: administrativa y penal, cual corresponde a la dedicación de sus autores, Magistrados de los dos grandes Tribunales, Supremo y Audiencia Nacional, en el que prestan sus servicios.

El método seguido es el examen reflexivo de los temas o cuestiones de mayor interés en esta problemática, departiendo de la mano de la doctrina y jurisprudencia actual, sobre los aspectos más controvertidos.

En cuanto a las claves de la monografía, cabe señalar dos ideas principales: de un lado, la importancia que se conceden a los principios operativos en esta rama del derecho, en especial al de culpabilidad, cuya debida asimilación y aplicación es manifiestamente mejorable; y de otro lado, instituciones, conceptos y garantías, a pesar de sus diferencias en derecho administrativo sancionador y derecho penal, forman parte de un tronco común -el ius puniendi del Estado-, lo cual les dota de una indudable unidad doctrinal.

Finalmente, dos anexos, de jurisprudencia y bibliografía, complementan la obra, facilitando información y apoyo doctrinal a la hora de resolver dudas, presentar alegaciones o interponer recursos en este campo de tan importantes consecuencias económicas.

Si este trabajo, pues, ayuda en una ínfima medida al abogado en la preparación de sus escritos procesales, crea una duda en el profesor que aborda el estudio de la institución, incita a la meditación al magistrado que prepara su deliberación o hace pensar en cierto modo al inspector tributario sobre el sentido último de algunas normas, el objetivo de la obra se habrá logrado con creces.

Los autores






El fundamento institucional de la potestad sancionadora de la administración 



I.  EL FUNDAMENTO DE LA POTESTAD: LA ADMINISTRACIÓN SE CONVIERTE EN JUEZ PENAL -EN SENTIDO MATERIAL- Y CASTIGA LAS CONDUCTAS ANTIJURÍDICAS Y MERECEDORAS DE SANCIÓN

Es prácticamente un lugar común a la hora de estudiar dogmáticamente las sanciones administrativas, entre las que se encuentran las tributarias, aludir a la identidad sustancial entre la infracción tributaria y el delito y, desde otra perspectiva, entre la pena y la sanción tributaria, identificación que, ponderando tanto las similitudes como los matices diferenciadores, ha declarado reiteradamente el Tribunal Constitucional  (1) , ya desde su primera jurisprudencia.

Por otra parte, es inútil todo esfuerzo para distinguir una y otra figura mediante otro criterio que no sea el de su consideración formal, conforme al cual es la Ley la que decide si una conducta se tipifica como delito o como infracción administrativa  (2) .

Ahora bien, cuando se habla de que la Administración tiene potestad, conferida por la Ley, para sancionar determinadas conductas consideradas con carácter previo como merecedoras de sanción, debe aclararse que esa identificación primordial entra en juego, conceptualmente, una vez despejada la primera de las cuestiones atinentes a la naturaleza de la potestad sancionadora. En otras palabras, antes de dirimir si la infracción administrativa participa de igual sustancia que la infracción penal, es preciso averiguar por qué existe la primera de ellas y cuál es el impulso que motiva su existencia.

Así, conforme a la dogmática común en la doctrina de nuestro Derecho Público  (3) , tal potestad sancionadora forma parte de las denominadas potestades reduplicativas, categoría en la que igualmente se integran otras manifestaciones, como los recursos administrativos necesarios para el agotamiento de la vía previa al proceso judicial o el ya desaparecido principio solve et repete (4) .

Quiere ello decir que la asignación a la Administración de la facultad de sancionar no forma parte de un modo tan directo y natural de la naturaleza de las cosas como sucede con el monopolio de la punición criminal por parte del Estado, lo que significa que el reconocimiento constitucional y legal de esa potestad y, esencialmente, su alcance y límites estructurales, son los que definen en nuestra Patria el ámbito en que se desenvuelve. Basta para desmentir que la potestad sancionadora en el campo administrativo tenga que residir forzosamente y, a todo trance, en la Administración pública, con un somero examen a nuestro Derecho histórico, como también es válido para verificar dicho alcance extensivo, efectuar un breve análisis de Derecho comparado, como el llevado a cabo por Fernández Montalvo (5) .

En suma, asignar este papel a la Administración es una de tantas posibles opciones con que contaba el legislador, como igual de legítimo habría sido inclinarse por reducir el peso creciente, quizá desmesurado, del Derecho administrativo sancionador, confiándolo a los jueces. De hecho, buena parte de los delitos y faltas no dejan de ser infracciones administrativas (en cuanto lesionan bienes jurídicos directamente relacionados con el giro o actividad de la Administración), que por su gravedad o por razones de política criminal se incorporan al Código Penal  (6) .

Determinar dónde está la frontera conceptual entre esas contravenciones criminalizadas, que se sancionan por los Tribunales penales, y las infracciones y sanciones administrativas confiadas a la potestad de la Administración, es tarea para la que no sirven categorías sustantivas previas, sino que se satisface examinando en cada caso los códigos y leyes. Es suficiente esta reflexión para advertir que, tal como ya resulta indiscutible en la jurisprudencia y la doctrina científica, tanto los delitos como las infracciones administrativas integran la misma sustancia jurídica. De no ser así, de ser diferentes ontológicamente, habría alguna pauta orientadora para dilucidar qué conductas deberían incardinarse dentro de cada una de las categorías, con entidad propia y diferenciada.

Por tanto, puede concluirse que el Derecho sancionador de la Administración pertenece a un conjunto de técnicas orientadas a reforzar su papel como gestora de los intereses públicos. Piénsese que esta función, que damos por supuesta y que forma parte de nuestra tradición jurídica, podría haberse resuelto de otra manera. Es la ley la que confiere a la Administración este poder, configurándolo y dándole determinada amplitud, a costa del poder penal, pero podría habérselo asignado a los Tribunales de Justicia, tal como sucede en otros países. En todo caso, la finalidad que justifica el surgimiento de este privilegio es la de reforzar la autotutela considerada como de primer grado.

Trasladando esta reflexión al campo tributario, vemos que se sobreponen dos potestades diferentes -en realidad tres, si añadimos la de resolver recursos en vía administrativa-: la potestad tributaria, que a su vez comporta varias facultades, como las de comprobar e investigar al sujeto pasivo, determinar la deuda tributaria mediante la oportuna liquidación y efectuar su cobro; y, finalmente, la potestad sancionadora, configurada legalmente como medio de garantizar la efectividad en el ejercicio de la potestad tributaria.

Señaladas las anteriores reflexiones, es cuando aparece perfilada, en la actuación de esa potestad, la identificación con el ius puniendi del Estado, el cual significa que es la ley la que ha decidido conceder esa competencia, sustrayéndosela al juez penal, pero ordenándola de tal modo que, para actuarla, debe la Administración someterse íntegramente al estatuto de principios rectores, derechos del reo, garantías procesales y, en general, limitaciones y deberes que hacen de ese ejercicio una actividad rigurosamente reglada, sometida al Derecho y controlada ex post facto por los Tribunales de justicia.

Con ello, puede afirmarse que, a la hora de sancionar, la Administración adopta -dicho sea con todas las salvedades y matices- el papel de juez penal. Esa función se multiplica en una serie de actividades propias de la función judicial en sentido material: el órgano competente examina las pruebas, subsume los hechos en alguna de las categorías abstractamente tipificadas en la ley, valora las circunstancias concurrentes y, finalmente, selecciona, dentro del margen que la propia ley le habilita, la concreta sanción que estima procedente.

Bien es cierto que, como sucede con toda actividad administrativa, aunque materialmente se asemeje más a la propiamente jurisdiccional, está ulteriormente sometida a un nuevo control externo, el que efectúan los órganos de la jurisdicción contencioso-administrativa. Ello no convierte la potestad sancionadora en una atribución judicial, tal como sucede con el ejercicio de la jurisdicción penal, pues el proceso contencioso-administrativo tiene como fundamento el examen jurídico sobre la legalidad de la actuación administrativa, esto es, sobre la adecuación o no al ordenamiento jurídico de una sanción, pero no lleva a cabo el establecimiento de la sanción ni su posterior exigencia al condenado.

II.  LA HABILITACIÓN CONSTITUCIONAL DE LA POTESTAD SANCIONADORA

Como proclama el art. 25 CE: «1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento».

De ahí que, en ese momento fundacional de la potestad, tan escasamente solemne por otra parte, comienza la Constitución por hacer una referencia común al ejercicio del poder punitivo del Estado, en la cual se agrupa, a la hora de la declaración que formula a sus límites institucionales, tanto a los ilícitos propiamente penales como a los de carácter administrativo.

A partir de ese reconocimiento, se incorpora al régimen sancionador, por aplicación directa de la Constitución -al más alto nivel de garantía-, un estatuto de derechos y principios institucionales propios del derecho penal.

En consecuencia, queda codificada para las sanciones administrativas, por asunción del principio capital de la identidad entre ellas y los delitos penales, una serie de fundamentos que identifican y a la vez acotan el ejercicio de la potestad administrativa sancionadora, con incorporación de esas garantías -legalidad, tipicidad, non bis in idem, irretroactividad, culpabilidad, etc.-.

Como observa Fernández Montalvo (7) , sólo razones pragmáticas han determinado que se atribuya a la Administración una parcela de la potestad sancionadora del Estado en relación con ciertos ilícitos que únicamente desde el punto de vista cuantitativo se distinguen de los estrictamente penales. Y ello se evidencia, incluso, en ámbitos tan peculiarmente administrativos como el disciplinario, en el que las vulneraciones más graves del especial deber de sumisión son también constitutivas de delito (prevaricación, malversación, cohecho, violación de secreto, desobediencia, etc.). Esa identidad del bien jurídico protegido se da igualmente entre los delitos fiscales y las infracciones del mismo orden.

De la consideración de esta potestad sancionadora como partícipe en la esencia de la misma potestad de que hace uso el Estado para perseguir y castigar los delitos y faltas resulta la justificación y, al mismo tiempo, la necesidad de aplicar los principios y métodos del Derecho penal al Derecho administrativo sancionador, pues antes de la entrada en vigor de la Constitución regía en esta actividad, en cierto modo, una situación de hecho que algún autor, como García de Enterría, ha calificado como prebeccariana.

Así, sin ánimo de exhaustividad, cabe recordar el empleo habitual de prácticas o técnicas como la responsabilidad objetiva; el versari in re illicita (8) ; el castigo de conductas estimativas o no tipificadas legalmente como infracciones en virtud de ley previa; la validez de las pruebas de presunciones; la existencia de procedimientos administrativos no contradictorios; el principio solve et repete- esto es, la necesidad del previo pago para entablar ciertas reclamaciones en vía gubernativa o contenciosa-; la reformatio in peius o, como último ejemplo, la aplicación de sanciones de plano.

Por el contrario, ese Derecho fragmentario y reglamentista dejaba de aplicar técnicas correctoras características del Derecho Penal como las del concurso de delitos, las formas imperfectas de ejecución, la participación, las causas de exclusión de la responsabilidad o el sistema de atenuantes. Sin embargo, obvio resulta recordar que no nos encontramos, en el momento actual, en un estado jurídico de perfección en la asimilación legal de estas técnicas.

La situación descrita servirá de fundamento teórico a la jurisprudencia del Tribunal Supremo para elaborar, especialmente a partir de los años setenta, un concepto global, comprensivo tanto del ilícito penal como del administrativo  (9) , configurando una especie de sumisión constitucional de la Administración, avant la lettre, a los fundamentos penales.

III.  EL VALOR DE LA CONSTITUCIÓN EN LA IDENTIFICACIÓN DE LOS CARACTERES DE LA POTESTAD SANCIONADORA

El panorama introducido por la Constitución supuso para el sistema sancionador administrativo diversas consecuencias de directa aplicación:


	
1) En primer término, el propio reconocimiento constitucional de la potestad sancionadora de la Administración. Tal declaración no es solemne, pero sí inequívoca. Deriva del 25.1 CE, que establece para tales infracciones el propio principio de legalidad que proclama para los delitos y faltas; en el art. 25.3, cuando excluye la disponibilidad de la Administración civil las sanciones que directa o subsidiariamente impliquen privación de libertad, y en el art. 45.3 que prevé, alternativamente, para las infracciones contra el medio ambiente, la imposición de sanciones penales o administrativas. Seguimos en este punto a Parada Vázquez (10) . 

Por su parte, la importante STC 77/1983, de 3 de octubre, facilita los fundamentos constitucionales de la potestad sancionadora administrativa  (11) , aunque sus razones no son del todo convincentes, pues el designio de descargar a los Tribunales de justicia de esa tarea ingente o la supuesta mayor inmediación acerca de la realidad que se somete a enjuiciamiento no responden a la pregunta crucial, que debería ser ¿cuál es el contrapeso jurídico que debe compensar el extraordinario poder que se concede a la Administración y que, además de su extensión, le reconoce el privilegio de ser, a la vez, juez y parte? 

En este sentido, A. Nieto (12)  pone en tela de juicio, no la existencia ni fundamento de la potestad sancionadora, sino su alcance y límites, esto es, no su justificación, sino su juridificación. 

Debe recordarse, además, que la potestad sancionadora no se limita al Estado, obviamente, sino que corresponde también a las Comunidades Autónomas, aunque no hagan referencia a ella, ni a las infracciones y sanciones administrativas, los arts. 148 y 149 CE, como tampoco lo hacen los Estatutos de Autonomía. Ello significa que cuando se habla del monopolio, por parte del Estado, para la actuación del ius puniendi, se alude a realidades diferentes: en el Derecho penal se atribuye al Estado-juez, esto es, a uno de los tres poderes que lo integran, mientras que la potestad sancionadora administrativa se dispersa conforme a la configuración territorial del Estado, recayendo sobre las distintas Administraciones que lo componen. 



	
2) En segundo lugar, la Constitución supuso el reconocimiento directo y reforzado de determinadas garantías con la eficacia de los derechos fundamentales. Se establece, merced a la previsión constitucional del art. 25.1 CE, que más que reconocer y constituir una potestad lo que hace es dejar constancia de su existencia previa  (13) . En cualquier caso, la asignación a estas infracciones del mismo estatuto de garantías de predeterminación normativa de las que gozan delitos y faltas proyecta sobre aquellas todo un haz de principios y fundamentos rectores, evidencia de que unas y otras comparten la misma sustancia y deben someterse a las mismas reglas. 

De no ser así, se asignaría a la Administración un poder excesivo y no reglado, sustrayendo a los ciudadanos no sólo la garantía judicial, sino los restantes derechos materiales y procesales. 

El reconocimiento para las infracciones y sanciones administrativas de determinados principios que, a su vez, integran el contenido de derechos subjetivos, dota al régimen de infracciones y sanciones del valor jurídico reforzado que para los derechos fundamentales deriva del art. 53, 1 y 2 CE, en la medida en que estos derechos vinculan a todos los poderes públicos, su núcleo posee un contenido esencial que resulta inatacable incluso para el legislador, y cuya lesión es susceptible de invocarse ante los Tribunales de justicia y, mediante el recurso de amparo, ante el Tribunal Constitucional. 

Así, surge del art. 24, CE un conjunto fundamental de principios sustantivos y procesales aplicables al procedimiento sancionador, como ha admitido el Tribunal Constitucional, entre los que se encuentra el derecho de defensa, que comporta la prohibición absoluta de imponer sanciones de plano, sin observar procedimiento alguno o sin audiencia del interesado; el derecho a la presunción de inocencia; o el derecho a la tutela judicial efectiva, al que se extiende la interdicción del principio solve et repete, por el que se supeditaba la admisión de los recursos en materia tributaria al previo abono del importe de la liquidación o multa de que se trataba. 

Otra manifestación es la interdicción de la reformatio in peius, que prohíbe empeorar la situación jurídica del recurrente, derivada del acto impugnado -sea en materia sancionadora o en cualquier otra- como consecuencia exclusiva de su propia reclamación o recurso. 

Por otra parte, el art. 25 CE establece los siguientes principios sustantivos o materiales de la potestad sancionadora de la Administración, como emanaciones del principio de legalidad, según se manifiesta en la interpretación reiterada del Tribunal Constitucional sobre el precepto: principio de legalidad (reserva de ley), proporcionalidad, tipicidad, non bis in idem e irretroactividad de las normas sancionadoras desfavorables. 



	
3) Además, el estatuto de tales derechos y garantías es, por obra jurisprudencial del Tribunal Constitucional, esencialmente el de los principios inspiradores del orden penal. El Tribunal Constitucional, como intérprete supremo de la Constitución (art. 1 LOTC), ha señalado, entre otras, en la STC 18/1981, de 8 de junio, lo siguiente: 





«Los principios inspiradores del orden penal son de aplicación, con ciertos matices, al Derecho administrativo sancionador, dado que ambos son manifestaciones del ordenamiento punitivo del Estado, tal y como refleja la propia Constitución (art. 25, principio de legalidad) y una reiterada jurisprudencia de nuestro Tribunal Supremo (sentencias de la sala cuarta de 29 de septiembre, 4 y 10 de noviembre de 1980, entre las más recientes), hasta el punto de que un mismo bien jurídico puede ser protegido por técnicas administrativas o penales.»


Ahora bien, la determinación de cuándo y con qué medida debe imperar en el terreno sancionador la traslación de los principios y garantías penales, y cuándo está justificada la introducción de matices, y en qué medida son estos admisibles, es cuestión aún no definitivamente cerrada.

IV.  SURGE LA NECESIDAD DE UN CÓDIGO SANCIONADOR COMÚN PARA TODAS LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS

A raíz de la promulgación de la Constitución se hizo evidente la necesidad de una reforma legislativa que incorporase los principios generales de la potestad sancionadora de la Administración, según los propios principios constitucionales, y que perfilase, con alcance general, la identificación de esos matices que derogan singularmente la asimilación y eficacia de tales principios.

Tal codificación sólo se produjo, bien que con carácter materialmente limitado y con excepciones notorias, a raíz de la Ley 30/1992 que, dentro del procedimiento administrativo común, establecía un procedimiento sancionador común para el conjunto de las Administraciones y proclamaba los principios básicos, de inspiración penal, a que se sometía la potestad sancionadora.

Por otra parte, se encuentran ejemplos jurisprudenciales de que la recepción de los principios penales en el terreno sancionador no ha sido rectilínea. Puede citarse como ejemplo de esta afirmación la Sentencia del Tribunal Supremo de 15 de marzo de 1985 que, frente a lo que podía entenderse como doctrina consolidada sobre la identidad sustancial entre infracciones administrativas y penales, se muestra más proclive al reconocimiento de las particularidades  (14) , doctrina que, en cualquier caso, cabe considerar minoritaria y afortunadamente residual.

V.  LAS PARTICULARIDADES DEL SISTEMA SANCIONADOR TRIBUTARIO

La articulación práctica de esta declaración no está exenta de problemas de carácter estructural, pues la atribución al Estado del ius puniendi y su plasmación en un derecho penal sustantivo y en un régimen procesal adecuado a la finalidad de canalizar el ejercicio de tal potestad y de dotar en él de las necesarias garantías al reo no puede ser identificado, sin numerosas matizaciones y derogaciones, con la asignación a la Administración -en realidad, a las numerosas administraciones que florecen en nuestro Derecho público- de la facultad de sancionar determinadas conductas ilícitas que se predeterminan en la ley como tales.

Sin embargo, esa identidad no ha sido interiorizada, hasta sus últimas consecuencias, ni en la disciplina legal del régimen sancionador administrativo, ni en la práctica administrativa y judicial. En materia tributaria, la recepción del Derecho penal ha sido limitada y, por así decirlo, poco entusiasta.

Bien es cierto que el propio Tribunal Constitucional matiza y depura el concepto, es decir, los términos del trasvase conceptual de normas y reglas penales al terreno de las sanciones administrativas, pero también lo es que en materia sancionadora administrativa la ley positiva va desarrollando principios, reglas y procedimientos no del todo identificables con ese eje sustentador.

El propósito de este capítulo es el de poner de relieve ciertas disfunciones y quiebras singulares de ese principio capital, las cuales se aprecian tanto en la propia Ley General Tributaria como en la aplicación de los principios generales del derecho penal sustantivo, en las reglas y garantías del procedimiento y en el control judicial.

1.  La dogmática del derecho sancionador y, en particular, de las sanciones tributarias, no ha experimentado un desarrollo conceptual tan profundo y detallado como el que rige en el Derecho penal

Cuando se habla de la traslación de los principios axiales del Derecho penal al ejercicio de la potestad sancionadora debemos reconocer las dificultades de todo orden que presenta esa aplicación, que ha de hacerse con cautela y equilibrio, bajo el auspicio de la Constitución y la Ley. Una de las características esenciales que se advierte es que, así como el Derecho penal ha ido decantado dogmáticamente, a lo largo del tiempo, los conceptos esenciales, en Derecho administrativo sucede con frecuencia que tales categorías sólo se formulan de forma embrionaria, sin llegar a constituir un sistema ordenado y completo.

Así, por ejemplo, la culpabilidad es una noción que ha experimentado una notabilísima progresión dogmática en el Derecho penal, que abarca desde las grandes construcciones teóricas hasta la regulación de detalle. En Derecho sancionador, por más que se reconozca abiertamente el principio subjetivo y éste no admita excepciones, la idea misma de culpabilidad adolece de una completa falta de matizaciones y especificaciones legales.

Basta para ello con examinar, en nuestro terreno sancionador, el muy deficiente art. 179 LGT para advertir que, pese a la admisión formal de esa culpabilidad como elemento estructural de la infracción, la idea de lo que el concepto de responsabilidad representa no guarda relación, ni siquiera remota, con las categorías comúnmente admisibles en Derecho penal.

El equilibrio se impone, en principio, para evitar los dos extremos: de una parte, el de imponer una indiferenciada importación de conceptos, principios y reglas procesales propios del Derecho penal tan extremos que harían inviable cualquier ejercicio de la potestad de sancionar por parte de la Administración, dejando en la impunidad conductas que la propia ley define como ilícitas y reprochables, merecedoras en consecuencia de sanción; y la hipótesis contraria, consistente en relajar tan extraordinariamente los conceptos, ponderando precisamente las diferencias regulatorias y las especialidades, para evitar que ese traslado de los conceptos y reglas penales sea real y efectivo.

La experiencia nos muestra que, de esos dos peligros, el que hay que conjurar cotidianamente respecto de la actuación sancionadora de la Administración tributaria es, sin duda alguna, el segundo, donde rige una asunción un tanto formularia y retórica de los principios y garantías penales, como vamos a desarrollar.

Por otra parte, una cosa es la asunción de las categorías dogmáticas del Derecho penal y otra bien distinta su necesaria adaptación al campo sancionatorio administrativo. Conceptos tales como acción, antijuridicidad, culpabilidad, etc., no han tenido, tradicionalmente, un paralelo desarrollo, como hemos adelantado, en el ámbito sancionador administrativo. También se nota esa falta de integridad conceptual en figuras centrales como la personalidad de la pena, el principio non bis in idem, la prescripción, las garantías del procedimiento o la presunción de inocencia.

Tampoco puede ser la misma la intensidad con que juega en uno y otro terreno el principio de legalidad y, consecuentemente, la colaboración reglamentaria. Dentro del respeto a un núcleo elemental de tal principio, que encuentra su disciplina esencial al más alto nivel normativo en el art. 25.1 de la CE, el margen de flexibilidad es mayor en las sanciones administrativas.

Así, debe afirmarse que, con carácter general, rigen con su práctica total extensión buena parte de las manifestaciones de este principio de legalidad, como los de predeterminación normativa -aunque con numerosas llamadas al complemento reglamentario respecto de regulaciones accesorias o adjetivas-; de prohibición del non bis in idem, que no sólo juega internamente para evitar la duplicidad de sanciones administrativas por unos mismos hechos, sino que también opera en las relaciones entre ambas potestades punitivas, para evitar el castigo administrativo de quien ha recibido la sanción penal; o el de irretroactividad, que la jurisprudencia constitucional ha extendido a la admisión implícita en la Constitución del principio de retroactividad in bonam partem.

No ocurre lo mismo, en el régimen de las sanciones tributarias, con otras vertientes del principio de legalidad. La vigente Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, proclama en su art. 8, relativo a la «reserva de ley tributaria», que «se regularán en todo caso por ley: [...] g) El establecimiento y modificación de las infracciones y sanciones tributarias», declaración programática que se ve complementada, en el terreno de los principios institucionales, en el art. 178 de la propia LGT que, en punto a la definición de los «principios de la potestad sancionadora», señala que «la potestad sancionadora en materia tributaria se ejercerá de acuerdo con los principios reguladores de la misma en materia administrativa con las especialidades establecidas en esta ley».

«En particular serán aplicables los principios de legalidad, tipicidad, responsabilidad, proporcionalidad y no concurrencia. El principio de irretroactividad se aplicará con carácter general, teniendo en consideración lo dispuesto en el apartado 2 del art. 10 de esta ley», esto es, el reconocimiento de la retroactividad de la norma posterior más favorable, si bien con el límite determinado por la firmeza de las resoluciones sancionadoras.

Ahora bien, el principio de legalidad del art. 25.1 CE, que no sólo se satisface con la reserva material de ley, no encuentra en la disciplina global de las infracciones y sanciones tributarias una satisfacción plena, sino que, por el contrario, es una y otra vez alterado por las numerosas llamadas a la regulación complementaria de los reglamentos.

En realidad, lo que el citado art. 8.g) LGT consagra es la reserva de ley formal para que sea la ley la que defina el tipo de las infracciones y sanciones tributarias, pero en la configuración última del sistema sancionador intervienen otros muchos detalles relegados al desarrollo reglamentario, hasta tal punto que bien podría afirmarse que el sistema sancionador tributario pivota más sobre la regulación reglamentaria que sobre la disciplina legal, que es esencial en la materia pues, no debe olvidarse, en las sanciones administrativas convergen las dos poderosas manifestaciones de la potestad coactiva del Estado para cuya estructural limitación se instrumentó históricamente el principio de legalidad: la de imponer sanciones y la de exigir tributos  (15) .

No en vano, la distinción entre ley y reglamento no es una mera cuestión formal, relegado a las discusiones bizantinas entre teóricos del Derecho, sino la forma de articular la separación de poderes y de sustraer, consecuentemente, a la Administración, la tentación de promover una auto regulación de sus propias potestades, al margen o por encima de las conferidas por el Parlamento como propietario del poder.

Este tema no es, desde luego, irrelevante, dada la expansividad con que la regulación reglamentaria crece a costa de los teóricamente infranqueables límites legales, a veces a través de normas de ínfimo rango y no siempre exteriorizadas con la debida publicidad. Con ello se vacía de contenido, muy a menudo, el principio de legalidad, que si bien formalmente vigente y respetado, no integra por sí solo el contenido del sistema sancionador. Veamos cuáles son las manifestaciones más características del complemento reglamentario a la regulación:


	
a) Aunque la ley describe los tipos infractores, asignándoles una sanción individualizada, utiliza frecuentemente conceptos abiertos que son objeto de una interpretación, a veces correctora, por disposiciones del ejecutivo. Singular ejemplo de ello es el Real Decreto 2063/2004, de 15 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento general del régimen sancionador tributario. La mera existencia de un reglamento sancionador que no se limitase a aspectos puramente procedimentales -y aun así con sumisión a unas reglas esenciales de la legalidad procedimental, bajo el principio nulla poena sine iudicio- ya es sospechosa. En este reglamento se hacen continuas integraciones o interpretaciones de los conceptos legales. Así, el art. 3 determina las condiciones que rigen en caso de concurso real de infracciones, supliendo con ello el silencio de la Ley; los arts. 4 a 6 definen y reglamentan las circunstancias que podrían denominarse modificativas o agravantes, esto es, las que cualifican la infracción o determinan la gravedad de la sanción, tales como qué deba entenderse por ocultación de datos (art. 4.1); por asientos, registros o importes falsos (art. 4.2); o qué son a estos efectos sancionadores las facturas, justificantes u otros documentos o soportes falsos (art. 4.3), con la grave consecuencia de que, en este último concepto, se está forzando extraordinariamente el propio concepto legal, y no digamos ya la definición penal sobre la falsedad, previsiones todas ellas más propias de la ley que de la decisión de la propia Administración. 

Ello significa que, en la práctica, aunque sea la ley parlamentaria la que efectúe la tipificación, ésta es incomprensible, en muchos supuestos, si no se acude al reglamento a la hora de completar la conducta prevista o su gravedad  (16) . 



	
b) Otra quiebra sustancial de la legalidad en materia sancionadora se fundamenta en la configuración de los tipos. Como más adelante veremos, la estructura de la norma sancionadora tributaria obedece al esquema de las normas en blanco, con las dificultades dogmáticas que éstas presentan. Así, si examinamos la estructura de la definición contenida en la infracción tipo, que es que se tipifica en el art. 191 de la LGT  (17) , se advierte que la infracción viene a ser la omisión del deber de declarar e ingresar una deuda tributaria exigible conforme a la ley. 

Sin embargo, sería completamente incomprensible el conocimiento de esta infracción si no acudiéramos a cada una de las normas sustantivas que, en las leyes generales o en las propias de cada tributo, configuran y delimitan cada uno de los deberes tributarios concretos. Desde luego, la expresión legal de «deuda tributaria que debiera resultar de la correcta autoliquidación del tributo» no es sino una remisión absolutamente indefinida a la práctica totalidad del ordenamiento tributario sustantivo, donde se encuentran, no siempre con la necesaria claridad, las normas para determinar la base imponible, para imputar temporalmente los rendimientos, para trasladar a los socios las bases creadas en ciertas sociedades a las que pertenecen; para eximir determinados rendimientos en ciertos casos; para deducir gastos, provisiones o amortizaciones en las cuotas, para seleccionar el tipo de gravamen, etc. 

Todo ello en el marco de un Derecho tributario que, en contra de lo deseable, ni es claro, ni sencillo, ni coherente, sino que, antes al contrario, está sometido a constantes cambios normativos puramente coyunturales, a yuxtaposición de normas de diferentes rangos y, en suma, a una compleja disciplina de las obligaciones tributarias materiales y formales que solamente con buena disposición de ánimo puede considerarse, estructuralmente, un sistema tributario, que es la denominación que constitucionalmente recibe  (18) . 

No debe olvidarse, además, que la potestad sancionadora se ve afectada por esa variabilidad y contingencia del Derecho sustantivo, pues las normas penales no sólo son, conforme al esquema que hemos definido, las que estrictamente tipifican infracciones y sanciones, sino todas aquéllas a que éstas se remiten para integrar los conceptos elementales sobre los que se monta la noción misma de infracción: dejar de ingresar; deuda tributaria o correcta autoliquidación del tributo.

De ahí que no sea inexacto afirmar que un sistema sancionador como el nuestro puede verse modificado sin que las normas propiamente punitivas sean reformadas, pues basta cualquier alteración material de las normas reguladoras de los tributos, de las que se producen cotidianamente, para operar ese efecto reflejo. 



	
c) La tercera derogación singular del principio de legalidad se encuentra en el régimen de la prescripción y la caducidad, tanto de las sanciones mismas como de las deudas tributarias, que, de estar prescritas o caducadas, determinarían la desaparición de todo posible ejercicio de la potestad sancionadora. También en esta cuestión la enfática proclamación de la LGT, que en su art. 8.f) reserva a la Ley «el establecimiento y modificación de los plazos de prescripción y caducidad, así como de las causas de interrupción del cómputo de los plazos de prescripción» se ve avasallada por la ulterior concreción reglamentaria. 

Baste, en este momento, con señalar que no es suficiente, para poder apreciar con plenitud si una obligación o una infracción están prescritas en el orden tributario, con limitarse a verificar cuál es el plazo de prescripción, sino que es preciso adentrarse en una sumamente complicada regulación de dicha institución jurídica, conforme a la cual, si se supera el plazo máximo de duración de los procedimientos -o en su caso, de la ampliación que puede acordarse en determinadas circunstancias y bajo ciertas formalidades, exhaustivamente reguladas en los reglamentos-, entonces no cabe entender interrumpida la prescripción por causa de la sustanciación de tal procedimiento excedido en sus límites temporales  (19) . 

Bajo tales condiciones de reparto de regulación entre la ley y el reglamento, que en ocasiones se excede de manera escasamente velada sobre la regulación legal, se hace virtualmente imposible valorar si una obligación está o no prescrita con sólo examinar, en el texto de la LGT o en la ley formal reguladora de cada tributo el plazo de prescripción abstractamente concurrente, el dies a quo del que arranca el cómputo y las causas de interrupción que le afectan. 

Lo importante es reseñar ahora que la ley formal ofrece un papel ciertamente limitado a la hora de concretar las causas de prescripción y caducidad en relación con un asunto determinado, a diferencia de lo que sucede en materia penal. Por otra parte, la disciplina de la prescripción -y más de la afectante a la propia deuda tributaria que a la de la sanción, si bien aquélla se proyecta sobre ésta de modo indudable- es esencialmente reglamentaria, a pesar de la reserva de ley, que se ve así defraudada. 

De ese modo, aunque sea la ley la que prevea el plazo de prescripción, el momento inicial y final del cómputo y las causas de interrupción, es la norma reglamentaria la que detalla la regulación de conceptos esenciales para verificar si dicha prescripción ha extinguido la potestad liquidatoria o sancionadora, si se ha producido una interrupción injustificada del procedimiento, si ha habido o no alguna causa que justificase la prolongación de las actuaciones más allá del plazo inicialmente previsto en la ley, si se han producido dilaciones imputables al interesado que puedan alterar el expresado cómputo, etc., factores todos ellos que, en Derecho tributario, es preciso tener en cuenta y ponderar individualizadamente para examinar si concurre o no la prescripción. 

En definitiva, no puede hablarse de imperio del principio de legalidad cuando la prescripción y la caducidad se montan sobre conceptos tan sumamente vaporosos y perturbadores como el de la duración máxima del procedimiento y las eventuales y prolijas excepciones reglamentarias a esa norma  (20) . De hecho, son los Tribunales de justicia los que, cotidianamente, tratan de poner algo de orden en este desconcierto estructural y de restringir el extraordinario albedrío de que, para la determinación de estos plazos, goza la Administración. 

De hecho, desde la instauración por primera vez en nuestro ordenamiento tributario de un procedimiento de comprobación con una duración máxima limitada, que llevó a cabo la Ley 1/1998, de 26 de febrero, de Derechos y Garantías de los Contribuyentes -conocida como Estatuto del Contribuyente-  (21) , el examen jurisdiccional de los litigios en materia tributaria suele consistir, en primer término, en una especie de verificación del cómputo o liquidación de días computables y no computables a efectos de la determinación del plazo máximo de duración de las actuaciones y, de modo reflejo, de la probable aparición de la prescripción extintiva, lo que no ha hecho sino multiplicar la complejidad de los asuntos, la inseguridad jurídica en que nos movemos y, de hecho, un cierto alejamiento de la institución de la prescripción como causa extintiva de las acciones y derechos basada en la presunción de abandono de éstos por su falta de ejercicio, fundamento éste que quiebra manifiestamente con el embrollado régimen reglamentario a que hacemos referencia. 



	
d) Finalmente, los procedimientos tributarios y, en concreto, el procedimiento sancionador, son objeto de una drástica deslegalización por virtud de la cual se confía en la regulación reglamentaria la práctica totalidad del procedimiento. Aunque es cierto que la LGT dedica el Capítulo IV de su título IV al procedimiento sancionador (arts. 207 a 212), se trata más bien de una regulación descriptiva, en la que poca cabida tiene el procedimiento como cauce para hacer efectivas las garantías del sancionado. Ningún parecido, por tanto, tiene esta regulación, con la contenida, con carácter general, en la legislación sobre el procedimiento administrativo común y, destacadamente, en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas -LRJyPAC-, que consagra el Capítulo II del Título IX a los «principios del procedimiento sancionador», aplicables también al ámbito tributario pero que deberían haberse mencionado explícitamente en la norma fiscal. 

Es, por el contrario, el Real Decreto 2063/2004, de 15 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento general del régimen sancionador tributario, el que contiene la regulación básica del procedimiento, con la característica esencial de que la perspectiva que asoma en esta norma es la puramente favorable a la Administración tributaria, que prescinde de la plasmación formal de las garantías que el procedimiento debe proporcionar a quien se ve sometido a él, para centrarse en los aspectos mecánicos de la tramitación, con alguna alusión de escaso relieve, salvo en el terreno de los principios programáticos, como la relativa a la separación de procedimientos. 





VI.  ALGUNAS REFLEXIONES SOBRE LA INCORPORACIÓN DE LOS PRINCIPIOS PENALES

Es válido en materia sancionadora administrativa el esquema, regido por el principio de legalidad, entre infracción y sanción, trasunto del tándem delito-penal  (22) . No coinciden, sin embargo, en su integridad, ni los fines de la pena, que no tienen aquí una finalidad resocializadora, ni tampoco los principios inspiradores de la regulación positiva, en su materialización efectiva.

Una de las materias de mayor interés en este trabajo es, necesariamente, el examen de las zonas de fricción entre las áreas penal y sancionadora, pues las conductas abstractamente tipificadas como delitos contra la Hacienda pública son, ordinariamente, susceptibles de ser calificadas también como infracciones tributarias.

Piénsese en la infracción básica, la omisión de un deber de declaración e ingreso de una deuda tributaria. Tal conducta puede ser, en determinadas circunstancias y a partir de un límite cuantitativo inferior  (23) , tanto delitos como infracciones tributarias. De ahí que se creen zonas de penumbra entre una y otra que no siempre son satisfactoriamente resueltas por el legislador.

Los puntos candentes de esa intersección son: la prohibición del non bis in idem; la prioridad absoluta del orden penal; la vinculación de la Administración a los hechos probados por el juez penal; la paralización del procedimiento sancionador; así como la concurrencia conceptual de la prescripción entre el delito y la infracción administrativa.

1.  Una de las quiebras más apreciables de la Ley sancionadora fiscal es la opción del legislador por la imposición de sanciones económicas proporcionales a la cuantía de la deuda dejada de ingresar, al margen de toda idea de culpabilidad

No debe olvidarse que el sistema sancionador tributario forma parte de dos ordenamientos. De un lado, integra sanciones que han de regirse por dogmas y cánones propios del Derecho penal, en tanto que allí se dota al reo de las máximas garantías. Pero de otro lado, se trata de normas que también pertenecen al sistema tributario justo al que se refiere la Constitución en su art. 31. Las normas sancionadoras son, en esencia, leyes penales, pero desde otro punto de vista teleológico sirven directamente a la consecución de los fines propios del derecho tributario, a cuya mayor eficacia se orientan, en el sentido de que su finalidad consiste en hacer cumplir las obligaciones fiscales, sancionar el incumplimiento de éstas, remover las voluntades adversas a la contribución al sostenimiento de los gastos públicos y, en definitiva, advertir a los contribuyentes de que se deben abstener de eludir tales obligaciones, disuadiéndoles de toda tentación al respecto.

Cuando se habla de sistema tributario se evoca la idea de jerarquía, de orden y de sometimiento a unos principios comunes, que iluminan e identifican todo el sistema, dándole sentido y coherencia. Este sistema, desde un punto de vista fenomenológico o sociológico, no sólo esta constituido por las normas sustantivas que definen la relación jurídico-tributaria, sino que comprende otros muchos aspectos: la articulación de un sistema de recursos, la previsión de un régimen sancionador, la organización administrativa, el castigo penal, etc.

Por tanto, en esta materia, las normas sancionadoras participan de una naturaleza doble, fruto de una tensión radical: digamos que como normas sancionadoras tienen a la protección de los derechos fundamentales de los ciudadanos y a configurar determinados límites al poder sancionador de la Administración; en suma, a convertir esa potestad en una función estrictamente reglada y sometida al Derecho. Pero como normas tributarias que también son, se encaminan al logro de una mayor eficacia en la determinación de las deudas tributarias y su ingreso en las arcas públicas, esto es, a una eficaz realización del principio constitucional de contribución, mediante tributos, al sostenimiento de los gastos públicos.

Esta tensión se deja notar, acusadamente, en el terreno tributario, ya desde la propia y equívoca enunciación legal de los principios y garantías por los que se rige, aunque es en su articulación práctica, es decir, en el efectivo ejercicio de la potestad sancionadora por parte de la Administración, donde queda de manifiesto una más que limitada identificación con tales reglas estructurales.

Como veremos al examinar los principios que rigen en nuestra materia fiscal, la incorporación de los cánones penales al terreno sancionador ha sido incompleta, asistemática y claudicante, actitud que carga, además, con el lastre histórico de que la sanción, al plasmarse normalmente en una multa, es tenida como un pago más o como una deuda más frente a la Hacienda, que guarda mayor parentesco, pese a la proclamación legal, con la deuda tributaria propiamente dicha que con una sanción penal. Como tal deuda de dinero, donde se produce la apoteosis del principio objetivo es en el régimen de la responsabilidad solidaria o subsidiaria de estas sanciones, para las que es admisible la transmisión inter vivos, con absoluta despreocupación por el principio culpabilístico y por el de personalidad de la pena.

Se podría decir, además, que la propia regulación sustantiva es abiertamente tolerante con esta visión, que en el fondo autoriza y, casi, recomienda. Cabe citar como ejemplo de ello la notable deficiencia técnica con la que se aborda el principio de culpabilidad -al que, por lo demás, no se nombra como tal- y que, en síntesis, descansa sobre un peculiar sistema de exclusiones de la responsabilidad que, precisamente por la manera en que son formuladas, parecen partir de una especie de presunción de culpabilidad que sólo puede ser destruida acreditando que, efectivamente, concurren algunas de esas causas de exclusión.

Por lo demás, los propios Tribunales de justicia han participado, en cierta medida, de esta concepción, obediente a inercias históricas que resisten no sólo el paso del tiempo sino la regulación de los principios en las reformas legislativas, las cuales, en esta singular parcela del ius puniendi del Estado, parecen más sólidamente arraigadas y, por ende, más difíciles de erradicar.

En definitiva, existe un cierto mecanicismo en la aplicación de las sanciones, que ordinariamente se imponen como consecuencia natural de un procedimiento previo en que se ha aplicado el tributo o determinado la deuda, de suerte que, en la práctica, sigue arrastrándose esa antigua noción de la sanción económica como elemento integrante de la deuda tributaria.

Basta para apercibirse de esa aplicación automática del derecho en la imposición de sanciones con la consideración del muy elevado porcentaje de ellas que son anuladas por los Tribunales del orden contencioso-administrativo, bien por falta de culpabilidad, bien por falta de motivación de ésta, que es otra de las conocidas carencias del sistema sancionador, reducida habitualmente a reflejar que no hay una interpretación razonable de las normas fiscales -razonabilidad para cuya precisión conceptual la Administración suele usar el canon de lo que ella misma opina que es o no es razonable-, como si, por lo demás, esta supuesta causa de exclusión de la reprochabilidad agotase la cuestión dogmática de la culpabilidad, cuya prueba, por otra parte, ha de ser suficiente, objetiva y debe ser facilitada por la Administración, precisamente porque es la manera de enervar la presunción de inocencia de que constitucionalmente disfruta el contribuyente.

Uno de los ejemplos que puede destacarse para resaltar la indefinición que la propia Administración padece en cuanto a la identificación segura del elemento de la culpabilidad es la energía con la que reaccionan los Directores Generales de Departamento de la AEAT ante la anulación de las sanciones por parte de los Tribunales Económico-Administrativos, fruto, a menudo, esa reacción, de localizar la culpabilidad, más que en la conducta del obligado tributario, en la naturaleza del precepto supuestamente infringido  (24) .

Además de lo anterior, la regulación positiva de las infracciones y sanciones tributarias dista de ser clara y sencilla, lo que favorece, en principio, la posible aparición de errores de prohibición vencibles y, por ende, enervadores de la responsabilidad, en lo relativo, no sólo al complejo conjunto de deberes tributarios sustantivos y formales de cuyo incumplimiento se trata, sino en el conocimiento pleno y cierto del notablemente embrollado y artificioso juego legal de tipificaciones, clasificaciones y elementos integradores, montados por lo general sobre conceptos jurídicos indeterminados tales como ocultación o medios fraudulentos, nociones que, lejos de quedar identificados satisfactoriamente en la propia ley, son relegados a la definitiva concreción reglamentaria, la cual por cierto exagera hasta la extenuación el contenido de tales conceptos, extendiendo el ámbito de su apreciación y desligándolos de la sustancial idea de culpabilidad a la que deben venir asociados.
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	 (1) 

	
Cabe citar, al respecto, las Sentencias del Tribunal Constitucional núm. 18/1981, 76/1990, 50/1995, 14/1999, 194/2000, 276/2000. Especial relieve tiene la núm. 76/1990, en cuanto a la naturaleza de la potestad sancionadora tributaria, ya que en tal sentencia se examinó un recurso de inconstitucionalidad promovido contra diversos preceptos de la Ley 10/1985, de 26 de abril, de modificación parcial de la Ley General Tributaria de 1963, en la que se modificó sustancialmente el régimen sancionador. 
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	 Ver Texto 




	 (2) 

	Como señala Pérez Royo, F., Derecho Financiero y Tributario. Parte General, 16.ª edición, Ed. Thomson Civitas, Madrid, 2007, págs. 367-368: «A diferencia de épocas pasadas, hoy constituye opinión unánime la de que las diferencias entre estas sanciones y las jurídico-penales propiamente dichas no son sustanciales, sino puramente formales», como lo demuestra «...el parentesco entre los tipos objetivos de los delitos contra la Hacienda pública y los de las infracciones tributarias; o el fenómeno de la "emigración" de figuras de uno a otro campo, lo que pone de manifiesto el carácter puramente accidental, de pura opción de política legislativa, que separa las infracciones administrativas "criminalizadas" de las "no criminalizadas"».


	 Ver Texto 




	 (3) 

	García de Enterría, E. y FernándezRodríguez, T. R., Curso de Derecho Administrativo, Quinta Edición, Civitas, Madrid, 1989, págs. 504 y ss.


	 Ver Texto 




	 (4) 

	García de Enterría, E. y FernándezRodríguez, T. R., op. cit., pág. 506. Según la doctrina clásica, ha de partirse del principio capital de la autotutela de la Administración, que significa, en primer lugar, que ésta puede dictar actos administrativos, esto es «decir el derecho» sin necesidad de acudir al juez para ello -autotutela declarativa-; que puede llevarlos a término por sí misma, no precisando para la ejecución de tales autos de la autorización o auxilio judicial, salvo muy contadas excepciones -autotutela ejecutiva-. Pues bien, partiendo de tales potestades, la sancionadora sería reduplicativa en tanto que es configurada legalmente como un instrumento de refuerzo al servicio de las dos primeras. 


	 Ver Texto 




	 (5) 

	
En el trabajo del mencionado Magistrado del Tribunal Supremo, titulado «Principios sustantivos de la potestad sancionadora de la Administración», CGPJ, Cuadernos de Derecho Judicial, vol. 13/1993, Madrid, 1993, se reseña el panorama que ofrece el Derecho comparado. Así, con la excepción de Austria y Suiza, en donde hay una resistencia inicial a atribuir la totalidad de las facultades represivas a los jueces penales, el estado es, por uno u otro motivo diferente a España. 

a) En Gran Bretaña, pese a la paulatina y relativa aproximación al sistema de régimen administrativo y del establecimiento de ciertos procedimientos administrativos sancionadores en materia económica, los principios del common law residencian en el juez penal la facultad represora del Estado. 

b) Igual sucede en Francia: aunque su sistema de régime administratif permite el despliegue de una extensa autotutela, la Administración ejerce sólo excepcionalmente la potestad sancionadora. Con carácter general, debe ejercer ante los Tribunales de Policía las acciones pertinentes contra quienes infrinjan sus decretos y resoluciones. Sí se dan sanciones administrativas, con mayor intensidad, en algunos campos: tributario, disciplinario, contratos y servicios públicos. También en la defensa del demanio, en cierta medida, pues la competencia corresponde a los jueces contencioso-administrativos, dentro de un proceso contradictorio. 

c) Italia y Alemania son dos ejemplos de un amplio despliegue de potestades sancionadoras por parte de la Administración en las últimas décadas. El fenómeno, sin embargo, es diferente históricamente a lo sucedido en España, por ser fruto de un proceso de despenalización de contravenciones penales que ha dado lugar, además, a una regulación general de los aspectos sustantivos del ilícito administrativo. En Italia, en virtud de la Ley 689/1981, de 24 de noviembre, de modificaciones al sistema penal, se culmina la despenalización producida en determinados sectores por Leyes de 1967 y 1975. En Alemania por las sucesivas leyes generales sobre infracciones administrativas (OWIG) de 1962, 1968 y, la última, de 19 de febrero de 1987, además de por la regulación particular en distintos sectores (precios, restricciones a la competencia, urbanismo, medio ambiente, etc.).



	 Ver Texto 




	 (6) 

	
Según indica ZornozaPérez, J., El sistema de infracciones y sanciones tributarias (los principios constitucionales del derecho sancionador), Civitas, Madrid, 1992: «En nuestro país el problema de la distinción entre ilícito penal e ilícito administrativo presenta algunas características singulares, porque el aumento de la actividad administrativa del Estado no dio lugar en España a una hipertrofia del Derecho Penal, como en la mayoría de los restantes países europeos, sino al desarrollo de un desmesurado poder sancionatorio de la Administración misma. 

Por ello en nuestra doctrina no se reclama una segregación del Derecho Penal administrativo del cuerpo del Derecho Penal criminal, sino una desadministrativización de las potestades sancionatorias de la Administración o, al menos, la sujeción de las mismas a los principios fundamentales del Derecho Penal».
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	 (7) 

	Op. cit., pág. 3. 


	 Ver Texto 




	 (8) 

	Figura que, traída igualmente del Derecho penal, implicaba la punición del resultado sobrevenido sin dolo ni culpa, cuando dimanaba de un comportamiento originario ilícito, aun desvinculado causalmente del hecho. 
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	Según el TS «la ausencia de disposiciones normativas claras y expresas en el ámbito del Derecho Administrativo sancionador no puede entenderse como una habilitación en blanco a la Administración, para que ésta colme el vacío de la manera que le parezca más oportuna, sino como una remisión tácita a los principios propios y característicos del Derecho penal (SSTS de 2 y 25 de marzo de 1972), que, sin embargo, debían aplicarse con matices a las sanciones administrativas» (STS 4 de mayo de 1978).


	 Ver Texto 




	 (10) 

	«... Ninguna Constitución española desde 1812 hasta aquí se había atrevido a reconocer y santificar el poder punitivo de la Administración como lo ha hecho el art. 25 de la de 1978. Este reconocimiento, insólito en el Derecho Constitucional comparado ha originado que las sanciones administrativas hayan salido de la tolerancia constitucional... se trataba antes de un poder administrativo en precario... Ahora la Constitución lo ha sacralizado...». 


	 Ver Texto 




	 (11) 

	«... No cabe duda de que en un sistema en que rigiera de manera estricta y sin fisuras la división de poderes del Estado, la potestad sancionadora debería constituir un monopolio judicial y no podría estar nunca en manos de la Administración... un sistema semejante no ha funcionado nunca históricamente y es lícito dudar que fuera incluso viable, por razones que no es ahora momento de exponer con detalle, entre las que se pueden citar la conveniencia de no recargar con exceso las actividades de la Administración de Justicia como consecuencia de ilícitos de gravedad menor, la conveniencia de dotar de una mayor eficacia al aparato represivo en relación con este tipo de ilícitos y la conveniencia de una mayor inmediación de la autoridad sancionadora respecto de los hechos sancionados.» 


	 Ver Texto 




	 (12) 

	«El problema actual no es el de la existencia de la potestad administrativa sancionadora y ni siquiera el de su justificación, sino mucho más sencillamente -y también mucho más eficazmente- el de su juridificación. No se trata ya (en otras palabras) de devolver a los jueces potestades indebidamente detentadas por la Administración, sino conseguir que ésta ofrezca en su ejercicio las mismas garantías -o, al menos, diría yo, similares- que los jueces y procesos penales. Y, así, la despenalización de las materias se correspondería con una jurisdiccionalización de los procedimientos y garantías.»


	 Ver Texto 




	 (13) 

	A tenor de lo establecido en el art. 25.1 CE: «1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento». La proclamación de la Constitución, para ser el momento fundacional de la potestad sancionadora, es escasamente formal, pues se enuncia para extender el principio de legalidad, también, a las infracciones administrativas. 


	 Ver Texto 




	 (14) 

	«Que si bien es cierto que existe posibilidad de aplicar principios del Derecho Penal en el ámbito de las infracciones administrativas, es necesario destacar que son distintas en razón de su naturaleza, es decir, con carácter sustancial o cualitativo, las infracciones administrativas y las penales, diferencia que se puede establecer en una conjunción de elementos, y así se pueden distinguir: 1) en razón al distinto ordenamiento infringido; 2) junto a la vulneración del ordenamiento administrativo, la infracción se manifiesta o contiene una lesión del interés, cuyo cuidado se atribuye o compete a la Administración, en la infracción penal se lesionan los derechos subjetivos del individuo, de la colectividad, del Estado e incluso puede afectar a intereses administrativos del propio Estado; 3) la diferencia en cuanto a la imputabilidad, sólo personas físicas para las infracciones penales y para las administrativas tanto pueden ser personas físicas como jurídicas.»


	 Ver Texto 




	 (15) 

	En una formulación clásica del Derecho financiero, Giannini precisó que «constituye una reconocida exigencia del estado moderno -Estado de derecho- que todas sus manifestaciones de voluntad en el campo de la Administración y las relaciones con los particulares encuentren en la ley su fundamental disciplina».


	 Ver Texto 




	 (16) 

	En la práctica, resulta complicado controlar esos excesos reglamentarios con ocasión del examen jurisdiccional sobre la legalidad de la sanción impuesta, mediante el examen de la adecuación del reglamento a sus límites institucionales pues, en puridad, la labor que emprende el Gobierno en su Real Decreto no es tanto complementar o desarrollar la Ley, sino interpretar y dar contenido a conceptos enunciados en ésta con cierta vaguedad. 


	 Ver Texto 




	 (17) 

	Según el apartado 1 del indicado precepto, bajo la rúbrica de «infracción tributaria por dejar de ingresar la deuda tributaria que debiera resultar de una autoliquidación» se define una conducta de omisión: «1. Constituye infracción tributaria dejar de ingresar dentro del plazo establecido en la normativa de cada tributo la totalidad o parte de la deuda tributaria que debiera resultar de la correcta autoliquidación del tributo, salvo que se regularice con arreglo al art. 27 o proceda la aplicación del párrafo b) del apartado 1 del art. 161, ambos de esta ley».


	 Ver Texto 




	 (18) 

	Según el art. 31.1 de la Constitución «todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio», principios que a vez recoge, con carácter programático, el art. 3 de la LGT, a cuyo tenor «1. La ordenación del sistema tributario se basa en la capacidad económica de las personas obligadas a satisfacer los tributos y en los principios de justicia, generalidad, igualdad, progresividad, equitativa distribución de la carga tributaria y no confiscatoriedad. 2. La aplicación del sistema tributario se basará en los principios de proporcionalidad, eficacia y limitación de costes indirectos derivados del cumplimiento de obligaciones formales y asegurará el respeto de los derechos y garantías de los obligados tributarios».


	 Ver Texto 




	 (19) 

	Véase, a tal efecto, el art. 150 de la LGT. Lo importante es advertir que la prescripción no se limita al simple esquema, tal como sucede en Derecho penal, resultante de computar el transcurso del tiempo entre dos momentos dados, previamente determinados por la ley, y valorar la presencia de actos de interrupción, contradictorios con la idea central de abandono de la acción. En derecho fiscal, la propia ley y, con carácter mucho más acusado, el reglamento, hacen depender la prescripción de otros factores circunstanciales, que dotan a la figura de una gran complejidad técnica y la consiguiente inseguridad jurídica, agravada por la aplicación material que la Administración suele hacer de tales normas. 
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	 (20) 

	La regulación sobre la duración de los procedimientos y su influencia en la prescripción de las deudas se encuentra, por remisión de la LGT, en el Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos. En sus arts. 101 a 104 se especifica la duración máxima de tales procedimientos, sus excepciones y la interpretación de que sea una dilación imputable al contribuyente, la cual descuenta del cómputo del plazo máximo y, por ende, puede evitar que se produzca la prescripción en contra de la Administración. 
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	 (21) 

	El art. 29.1 de esta Ley, que ha constituido el hito máximo de protección del contribuyente y de limitación de los poderes de la Administración -hoy en día desactivada con la nueva LGT y sus muy regresivos reglamentos de desarrollo-, disponía, en su párrafo primero, que: «1. Las actuaciones de comprobación e investigación y las de liquidación llevadas a cabo por la Inspección de los Tributos deberán concluir en el plazo máximo de 12 meses a contar desde la fecha de notificación al contribuyente del inicio de las mismas. No obstante, podrá ampliarse dicho plazo, con el alcance y requisitos que reglamentariamente se determinen, por otros 12 meses...». La remisión a la concreción reglamentaria supuso el nacimiento de numerosos problemas interpretativos, hoy día no completamente resueltos. 
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	Según Franz Von Liszt, el derecho penal es el «conjunto de reglas jurídicas establecidas por el Estado, que asocian el crimen como hecho, a la pena como legítima consecuencia». 


	 Ver Texto 




	 (23) 

	Que en la actualidad se encuentra en los 120.000 euros, según el art. 305 del Código Penal para el tipo básico de omisión con elusión de pago.
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	 (24) 

	Se trata de una privilegiada vía impugnatoria, que en algún voto particular del Tribunal Supremo ha sido calificada como anomalía, por virtud de la cual determinadas autoridades de la Administración del Estado o de la Agencia Tributaria pueden impugnar ante el TEAC las resoluciones desfavorables dictadas por el Tribunales regionales, impidiendo su firmeza. Se trata de una vía habitual para impugnar la anulación de sanciones y recuperar su validez. 
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